San Juan de Pasto, 13 de mayo de 2020
P15JIIAA-3600015-1065
Señores
JUECES MUNICIPLES DE PASTO (Reparto)
San Juan de Pasto
Ref. Acción de tutela: TERESA DEL SOCORRO JOJOA DE LA CRUZ Vs. MUNICIPIO DE PASTO y OTROS.
LILIANA MIRANDA VALLEJO, en mi condición de Procuradora 15 Judicial II Ambiental y Agraria de Pasto, identificada con C.C. No. 30.739.475 de Pasto, y en ejercicio de las funciones que los arts. 277 de la C.P. y 38, num. 1º. del Decreto 262 de 2000, le otorgan al Ministerio Público, con fundamento en el derecho constitucional previsto en el artículo 86 de la Carta Política colombiana, reglamentado por los  Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992, 1382 de 2000, – hoy compilado en el Decreto 1069 de 2015 – y Decreto 1983 de 2017 y , en garantía de los derechos fundamentales a la vida, a la seguridad personal, a la habitabilidad y vivienda en condiciones de dignidad de la señora TERESA DEL SOCORRO JOJOA DE LA CRUZ, identificada con C.C. No. 59819862, interpongo ACCIÓN DE TUTELA en contra del MUNICIPIO DE PASTO, representado legalmente por el señor Alcalde GERMÁN CHAMORRO DE LA ROSA; de la DIRECCIÓN PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES  - DGRD del municipio de Pasto, representada legalmente por el Arq. DARÍO GÓMEZ CABRERA; y, en contra del señor BERNARDO DE LA CRUZ.
I.  LEGITIMACIÓN DE LA PROCURADURÍA AMBIENTAL Y AGRARIA
Teniendo en cuenta las dudas que genera en algunos funcionarios judiciales, la legitimación de la Procuraduría General de la Nación, incluidas las Procuradurías Judiciales, para formular acciones constitucionales en favor de terceros, me permio citar a usted, las normas que así lo permiten:
CONSTITUCIÓN POLÍTICA:
“ARTÍCULO 277. El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones: 
“1. Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos. 
“2. Proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad, con el auxilio del Defensor del Pueblo. 
“(…). 
“7. Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales. 
“(…).
“Para el cumplimiento de sus funciones la Procuraduría tendrá atribuciones de policía judicial, y podrá interponer las acciones que considere necesarias”. (Se resalta).
DECRETO 262 DE 2000:
“Artículo 38. FUNCIONES PREVENTIVAS Y DE CONTROL DE GESTION. Los procuradores judiciales tienen las siguientes funciones preventivas y de control de gestión:
“1. Interponer las acciones populares, de tutela, de cumplimiento, de nulidad de actos administrativos y nulidad absoluta de los contratos estatales, y las demás que resulten conducentes para asegurar la defensa del orden jurídico, en especial las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente o el patrimonio público”. (Se resalta).
Por su parte, la Corte Constitucional, precisó:
“3. Capacidad de la Procuraduría General de la Nación para interponer acciones de  tutela. 
“En relación con las competencias constitucionales funcionales de la Procuraduría General de la Nación, que actúa a través de sus delegados y agentes, se debe destacar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 277 de la Constitución Política, este ente de control tiene, entre otras, la competencia de ‘intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales’.
“(…).
“Respecto a dicha legitimación, la Corte Constitucional en la sentencia T-176 de 2011, interpretó el alcance de las referidas competencias constitucionales y legales de la Procuraduría General de la Nación, en los siguientes términos: 
‘La jurisprudencia ha considerado que se configura la legitimación en la causa, por activa, en los siguientes casos: (i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, ‘caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo’; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales”. (Negrita del texto).
“En conclusión, a la luz del numeral 7º del artículo 277 de la Constitución Política, los delegados y agentes del Ministerio Público se encuentran legitimados para intervenir en el trámite de las acciones de tutela, incluso promoverlas en procura de la defensa de los derechos fundamentales o de la protección del interés público”.[1] (Se resalta).
II. HECHOS
El 27 de agosto de 2019, la Procuraduría 15 Judicial II Ambiental y Agraria de Pasto recibió invitación proveniente de la Corporación Autónoma Regional de Nariño – CORPONARIÑO, con el fin de asistir a una reunión en la sede de la Dirección para la Gestión del Riesgo de Desastres  - DGRD del municipio de Pasto, para tratar el tema de la poda de un árbol de eucalipto autorizada por la Corporación, árbol ubicado en el predio del señor BERNARDO DE LA CRUZ, y que según se informó amenazaba la vivienda de la señora TERESA DEL SOCORRO JOJOA DE LA CRUZ. 
Toda vez que el árbol se encuentra en predio privado, en la reunión el señor DE LA CRUZ, reiteró su oposición a la poda del árbol por razones económicas que le impedían hacerla, oposición que ya había manifestado ante CORPONARIÑO, sin embargo, con intervención de Procuraduría, se advirtieron en la reunión las eventuales responsabilidades que podría generar el no ejecutar la autorización otorgada por la Corporación, además, a pesar de encontrarse en predio privado, teniendo en cuenta que la oficina de Gestión del Riesgo informó que se requería de un apoyo especial por el tamaño del árbol, Procuraduría solicitó la articulación de las entidades.
La Oficina de Gestión del Riesgo advirtió que la poda prácticamente no daba solución a la problemática pues las ramas continuarían desprendiéndose y las raíces creciendo.
Así las cosa, el señor BERNARDO DE LA CRUZ se comprometió a solicitar ante CORPONARIÑO autorización para el apeo del árbol y salvo conducto para el transporte de la madera en caso de ser necesario pero insistió en solicitar apoyo de las entidades ante la falta de recursos económicos y el alto costo de la actividad. 
Y en efecto, el señor DE LA CRUZ, presentó solicitud de apeo ante CORPONARIÑO el 29 de agosto de 2019, la cual le fue otorgada.
Posteriormente, en el mes de septiembre, la oficina de Gestión del Riesgo hizo conocer a Procuraduría el resultado de una inspección ocular de 2018 practicada a los predios donde se ubica el árbol y donde se encuentra ubicada la casa de habitación de la señora TERESA DEL SOCORRO JOJOA, el cual se allega y en el que gracias a las fotografías que allí reposan se puede apreciar la magnitud del problema.
El 5 de diciembre de 2019, la señora TERESA DEL SOCORRO se presentó en Procuraduría y de manera verbal, según formato de atención a público que se acompaña, solicitó intervenir ante municipio de Pasto, con el fin de que se diera una solución a esta problemática.
Mediante oficios de 9 de diciembre de 2019 se ofició por Procuraduría tanto a la Subdirectora de CORPONARIÑO, como al Subsecretario de Gestión Ambiental del municipio de entonces con el fin de que informaran el estado del trámite.
CORPONARIÑO allegó copia de la autorización impartida al señor BERNARDO DE LA CRUZ y copia del oficio 110-10265 de 13 de septiembre de 2019, mediante el cual comunicó sobre ella tanto al Director de Gestión del Riesgo como y al Subsecretario de Gestión Ambiental del municipio.
El municipio de Pasto mediante oficio 1481/0923/2019 de 17 de diciembre de 2019, manifestó que por razones de índole presupuestal no era posible destinar dinero para el apeo de un árbol ubicado en terrenos privados y que de hacerse se incurriría en una infracción, ya que el costo del apeo era de aproximadamente $3.500.000 y la altura del árbol demandaba que se hiciera  de manera seccionada y con personal especializado (con manejo de alturas y certificada, según manifestó), siendo por el riesgo, de competencia de la DGRD.
El 17 de enero de 2020 se dio traslado de dicha respuesta a la DGRD, con el fin de que con base en el art. 2.2.1.1.9.3 del Decreto 1076 de 2015 – tala de emergencia – se tramitara permiso por la entidad ante CORPONARIÑO.
El 5 de febrero de 2020 la DGRD, manifestó no ser competente para apeo de árboles ni en predios privados ni públicos y ofreció evacuar a la señor TERESA DEL SOCORRO de su casa de habitación, pagando un arrendamiento hasta tanto se adoptara una solución.
La señora TERESA DEL SOCORRO acudió nuevamente a Procuraduría con el fin de informar que no se dio solución a su problemática, que en días de lluvia las ramas cayeron al techo de su casa y quebraron algunas tejas y solicitó que se interpusieran las acciones necesarias para darle una solución.
III. DERECHOS VULNERADOS
La Corte Constitucional ya precisó que el derecho a la vivienda o habitabilidad, adquirió el carácter de autónomo dadas sus implicaciones frente al “derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad”, derecho todos estos que se ven afectados por los hechos narrados, teniendo en cuenta que el árbol de eucalipto vecino a la casa de la accionante, puede colapsar, como lo menciona CORPONARIÑO en uno de sus oficios, o al menos, pueden desprenderse sus ramas, como ya ha pasado, y causar daño no solo a la vivienda de la señor TERESA DEL SOCORRO, como ya sucedió y se acredita con prueba documental fotográfica anexa, con amenaza a la vida misma de la accionante y su familia.
En sentencia T-199 de 2010, dijo la Corte sobre este derecho:
“En efecto, (…)  uno de los componentes de la vivienda digna identificado por la jurisprudencia constitucional, se trata de la habitabilidad del inmueble, el cual ha sido protegido en distintas ocasiones en sede de tutela. Cabe recordar que a partir de la sentencia C-936 de 2003 esta Corporación, con el objeto de precisar el alcance y el contenido del derecho a la vivienda digna, ha recurrido al artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, precepto que reconoce el derecho a una vivienda adecuada, cuyo contenido a su vez ha sido desarrollado por la Observación General 4 del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales. Este último instrumento internacional se ha convertido por esta vía en un referente interpretativo que permite dilucidar el contenido del artículo 51 constitucional.
“La citada Observación menciona y describe siete condiciones que configuran el derecho a la vivienda adecuada, a saber: a) seguridad jurídica de la tenencia; b) disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura; c) gastos soportables; d) habitabilidad; e) asequibilidad; f) lugar y g) adecuación cultural. La habitabilidad es descrita en los siguientes términos: “Una vivienda adecuada debe ser habitable, en sentido de poder ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estructurales y de vectores de enfermedad. Debe garantizar también la seguridad física de los ocupantes. El Comité exhorta a los Estados Partes a que apliquen ampliamente los Principios de Higiene de la Vivienda preparados por la OMS (...).
“A partir de esta descripción esta Corporación ha identificado, a su vez, dos elementos que configuran la habitabilidad: (i) la prevención de riesgos estructurales y (ii) la garantía de la seguridad física de los ocupantes, pero también ha señalado que esta dimensión de derecho a la vivienda digna ‘no es la única que se refiere o remite, directa o indirectamente, a la estabilidad y solidez de la estructura en la que se materializa el lugar de habitación. Todas, en conjunto, terminan por asegurar que a través de una forma particular de refugio será posible ejercer los demás derechos y atribuciones fundamentales’[2]”.  (Se resalta).
Línea jurisprudencia que se ha mantenida a lo largo de los años (T-024 de 2015, T-039 de 2016, T-149 de 2017, C-018 de 2018, T-420 de 2018, etc.) y ratificada recientemente en sentencia T-206 de 2019, en la cual reiteró también que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para lograr la protección de estos derechos “dada la gran importancia que comporta la materialización del derecho a la vivienda digna en relación con la posibilidad de poder llevar a cabo un proyecto de vida y la dignidad del ser humano, en aquellos eventos en los que el inmueble se encuentre ubicado en una zona que implica un riesgo para quienes lo habitan, se puede entender que el bien no cumple con los requisitos mínimos para ajustarse a lo que se reconoce como habitabilidad y asequibilidad adecuadas y, por tanto, no sólo se encuentra amenazado el derecho fundamental a la vivienda digna, sino también a la seguridad e integridad personal, debido a la inacción de las autoridades responsables de brindar solución a la situación, motivo por el cual, se hace imperativa la intervención del juez constitucional”. (Se resalta).
Así las cosas, resulta claro que los derechos fundamentales de la señora TERESA DEL SOCORRO, se encuentran amenazados no solo por los perjuicios materiales ya causado sobre su vivienda sino por los que se ciernen sobre su integridad personal y la de su familia, sin que las autoridades adopten una medida de solución definitiva, teniendo en cuenta además que CORPONARIÑO ya autorizó la tala con carácter PRIORITARIO, de conformidad con lo establecido en el art. 2.2.1.1.9.1 del Decreto 1076 de 2015 y que el accionado BERNARDO DE LA CRUZ no ha ejecutado el apeo hasta la fecha.
IV. AUTORIDAD COMPETENTE PARA LA TALA
Si bien el árbol se encuentra en un predio privado y su propietario fue quien solicitó autorización de apeo, pidiendo apoyo del municipio por su escasez de recursos económicos, dado el alto costo del mismo - $3.500.000 según la Secretaría de Gestión Ambiental del municipio, y aunque la accionante ha discutido esa supuesta incapacidad económica y afirmado que el señor BERNARDO DE LA CRUZ cuenta con un trabajo y dinero producto de la venta de unos lotes, la situación es apremiante y demanda una solución pronta, en especial en la fuerte temporada de lluvias por la que atraviesa el departamento y que puede afectar la estabilidad del árbol o al menos la fortaleza de sus ramas; la accionante ha tocado todas las puertas para que su ruego sea atendido sin que hasta ahora su petición haya hecho eco en las distintas instituciones.
Teniendo en cuenta que la Ley 715 de 2001 pone en cabeza de los municipios la prevención y atención de desastres, es a esta autoridad en articulación con la Dirección para la Gestión de Riesgo de Desastres de Pasto, a la que corresponde ejecutar la tala del árbol de eucalipto ubicado en el predio del citado ciudadano, de conformidad con las instrucciones impartidas por CORPONARIÑO en autorización de 10 de septiembre de 2019, y en caso de que ello no sea posible por la emergencia sanitaria por Covid-19, la Dirección de Gestión del Riesgo de Desastres ofrecerá a la accionante, hasta tanto se cumpla con el apeo, opciones que garanticen su integridad personal y la de su familia, vr. gr., la evacuación ofrecida por la misma entidad en oficio 1330/50-2020 de 5 de febrero de 2020, dirigido a esta Procuraduría.
V. PRETENSIONES
Con base en lo expuesto y en representación de los derechos de la señora TERESA DEL SOCORRO JOJOA DE LA CRUZ, esta Procuraduría, solicita:
1. Tutelar los derechos fundamentales a la vida, a la seguridad personal, a la habitabilidad y vivienda en condiciones de dignidad de la señora TERESA DEL SOCORRO JOJOA DE LA CRUZ.
2. Para el cumplimiento de lo anterior, se ordenará al municipio de Pasto, en cabeza de señor Alcalde de Pasto, Dr. GERMÁN CHAMORO DE LA ROSA, y a la DIRECCIÓN DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES DEL MUNICIPIO DE PASTO, representada por el Arq. DIEGO GÓMEZ CABRERA, que ejecuten la tala del árbol de eucalipto ubicado en el predio del señor BERNARDO DE LA CRUZ, en el sector de Tescual de esta ciudad, de conformidad con las instrucciones impartidas por CORPONARIÑO en autorización de 10 de septiembre de 2019, lo cual deberá cumplirse en un término máximo de 15 días, siguientes a la notificación del fallo. Si en virtud del aislamiento preventivo decretado por el Gobierno mediante el Decreto 636 de 2020 del Ministerio del Interior, no es posible ejecutar la orden en ese término, o no exista una norma local que así lo permita, el MUNICIPIO DE PASTO en coordinación con la DIRECCIÓN DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES DE PASTO ofrecerá a la señora JOJOA opciones que garanticen su integridad personal y la de su familia, las cuales estarán vigentes hasta tanto se pueda cumplir el apeo del árbol.
VI. COMPETENCIA
En la forma prevista en el art. 1º. el Decreto 1983 de 2017, la competencia para tramitar y decidir esta acción es de los Juzgados Municipales  de Pasto, en la medida en que las accionadas son entidades del orden municipal.
VII. PRUEBAS 
Agréguese al expediente la siguiente prueba documental:
- Copia de invitación de CORPONARIÑO a reunión de fecha 23 de agosto de 2019.
- Reunión en la Dirección de Gestión de Riesgo de Desastres de fecha 27 de agosto de 2019 y lista de asistencia.
- Informe de inspección ocular de 3 de septiembre de 2018 de la DGRD.
- Atención a público de 5 de diciembre de 2019.
- Solicitud de apeo de árbol presentada a CORPONARIÑO por el señor BERNARDO DE LA CRUZ.
- Oficio P15JIIAA-3600015-1431 de 9 de diciembre de 2019 a SUBCEA  de CORPONARIÑO.
- Oficio P15JIIAA-3600015-1470 de 16 de diciembre de 2019 a Secretaría de Gestión Ambiental del municipio de Pasto.
- Oficio 110-10265 de 13 de septiembre de 2019 de la SUBCEA de CROPONARIÑO a señor BERNARDO DE LA CRUZ.
- Autorización para apeo de árbol de 10 de septiembre de 2019, expedida por CORPONARIÑO.
- Oficio 1481/0923/2019 de 17 de diciembre de 2019 de la Secretaría de Gestión Ambiental del municipio de Pasto.
- Oficio P15JIIAA-3600015-1470 de  17 de enero de 2020 a DGRD.
- Oficio 1330/50-2020 de 20 de febrero de 2020 de la DGRD.
- Acta que recoge queja de la señora TERESA DEL SOCORRO JOJOA y fotografías de daños ocasionados por caída de ramas del árbol de eucalipto al techo de su casa.
- Copia de atención a público de fecha 28 de abril de 2020.
- Copia cédula de ciudadanía de la señora TERESA DEL SOCORRO JOJOA.
VIII. NOTIFICACIONES
- MUNICIPIO DE PASTO: Sede San Andrés de la Alcaldía municipal de Pasto
Correo electrónico: jurídica@pasto.gov.co
- DIRECCIÓN DE GESTIÓN DE RIESGO DE DESASTRES DEL MUNICIPIO DE PASTO: Casa de Don Lorenzo, Calle 19 con carrera 24, Esquina de la ciudad de Pasto.
Correo electrónico: jurídica@gestiondelriesgopasto.gov.co
BERNARDO DE LA CRUZ NARVÁEZ: Calle 13 A No. 18 -56, Barrio Las Américas de la ciudad de Pasto.
Celular: 3148803090.
- PROCURADURIA 15 JUDICIAL II AMBIENTAL Y AGRARIA DE PASTO: Carrera 25 No. 17 – 49, Piso 6º Pasto.
Correo electrónico: avela@procuraduria.gov.co o ldmiranda@procuraduria.gov.co 
IX. JURAMENTO
Bajo la GRAVEDAD DEL JURAMENTO que se entiende prestado con la firma de este escrito, declaro que no he interpuesto acción de tutela con fundamento en los mismos supuestos fácticos y jurídicos aquí relacionados.
Atentamente,
LILIANA MIRANDA VALLEJO
Procuradora 15 Judicial II Ambiental y Agraria de Pasto
